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[Preámbulo]
ASAMBLEA NACIONAL
EL PLENO
Considerando:

Libro I. Del desarrollo productivo,
mecanismos y órganos de competencia
[...]

Libro II. Del desarrollo de la inversión
productiva y de sus instrumentos
Título I. Del fomento, promoción y regulación de
las inversiones productivas
Capítulo I. De las inversiones productivas
Artículo 13. Definiciones
Para efectos de la presente normativa, se tendrán las siguientes definiciones:
a. Inversión productiva. Entiéndase por inversión productiva, independientemente de los tipos de



a. Inversión productiva. Entiéndase por inversión productiva, independientemente de los tipos de
propiedad, al flujo de recursos destinados a producir bienes y servicios, a ampliar la capacidad
productiva y a generar fuentes de trabajo en la economía nacional;
b. Inversión Nueva.­ Para la aplicación de los incentivos previstos para las inversiones
nuevas,entiéndase como tal al flujo de recursos destinado a incrementar el acervo de capital de la
economía,mediante una inversión efectiva en activos productivos que permita ampliar la capacidad
productivafutura, generar un mayor nivel de producción de bienes y servicios, o generar nuevas
fuentes detrabajo, en los términos que se prevén en el reglamento. El mero cambio de propiedad de
activosproductivos que ya se encuentran en funcionamiento así como los créditos para adquirir
estosactivos, no implica inversión nueva para efectos de este Código.
Para los aspectos no tributarios previstos en este Código, se considera también inversión nueva toda
aquella que se efectúe para la ejecución de proyectos públicos bajo la modalidad de asociación
público­privada.
c. Inversión extranjera. La inversión que es de propiedad o que se encuentra controlada por personas
naturales o jurídicas extranjeras domiciliadas en el extranjero, o que implique capital que no se hubiere
generado en el Ecuador.
d. Inversión nacional. La inversión que es de propiedad o que se encuentra controlada por personas
naturales o jurídicas ecuatorianas, o por extranjeros residentes en el Ecuador, salvo que demuestren
que se trate de capital no generado en el Ecuador; y,
e. Inversionista nacional. La persona natural o jurídica ecuatoriana, propietaria o que ejerce control de
una inversión realizada en territorio ecuatoriano. También se incluyen en este concepto, las personas
naturales o jurídicas o entidades de los sectores cooperativistas, asociativos y comunitarios
ecuatorianos, propietarios o que ejercen control de una inversión realizada en territorio ecuatoriano.
Las personas naturales ecuatorianas que gocen de doble nacionalidad, o los extranjeros residentes en
el país para los efectos de este Código se considerarán como inversionistas nacionales.
No se considerará como inversión extranjera, aquella realizada por una empresa nacional o extranjera,
cuyas acciones, participaciones, propiedad o control, total o mayoritario, le pertenezca a una persona
natural o sociedad ecuatoriana.
Artículo 14. Aplicación
Las nuevas inversiones no requerirán de autorizaciones de ninguna naturaleza, salvo aquellas que
expresamente señale la ley y las que se deriven del ordenamiento territorial correspondiente; debiendo
cumplir con los requisitos que exige esta normativa para beneficiarse de los incentivos que aquí se
establecen.
Los beneficios del presente Código podrán aplicarse a todas las inversiones extranjeras, siempre y
cuando se cumplan los criterios de transparencia, sustancia económica y demás criterios establecidos
por el Reglamento a esta Ley. El Reglamento regulará además los parámetros de aplicación de los
incentivos a todos los sectores.
Los beneficios y garantías reconocidos por este Código se aplicarán sin perjuicio de lo establecido en
la Constitución de la República y en otras leyes, así como en los acuerdos internacionales
debidamente ratificados por Ecuador.
Artículo 15. Órgano Competente
El Consejo Sectorial de la Producción será el máximo órgano de rectoría gubernamental en materia de
inversiones.
Artículo 16. Modalidades de inversión
Las modalidades de inversión y sus excepciones se establecerán en el Reglamento a esta normativa.
Art. ...- Contratos de inversión.-
El estado ecuatoriano deberá pactar arbitraje nacional o internacional para resolver disputas
generadas a través de contratos de inversión, de conformidad con la Ley.
Art. ...- Arbitraje.-
Para contratos de inversión que superen los diez milones de dólares de los Estados Unidos de
América, el Estado deberá pactar arbitraje nacional o internacional en derecho, de conformidad con la
ley.
En el caso en el que el Estado pacte arbitraje internacional en derecho, el contrato de inversión hará
referencia a que toda controversia resultante de la inversión o del contrato, su incumplimiento,
resolución o nulidad, será resuelta, a elección del reclamante, mediante arbitraje de conformidadcon,
entre otras, las siguientes reglas en vigor al momento de la promulgación de esta Ley: (i) Reglamento
de Arbitraje de la CNUDMI ­ Naciones Unidas administrado por la Corte Permanente de Arbitraje de la
Haya (CPA); (ii) Reglamento de Arbitraje de la Corte Internacional de Arbitraje de la Cámara de
Comercio Internacional con sede en París (CCI); o, (iii) Comisión Interamericana de Arbitraje
Comercial (CIAC). Las reglas de arbitraje de emergencia no se aplicarán en ningún caso.

Capítulo II. Principios generales
Artículo 17. Trato no discriminatorio



Artículo 17. Trato no discriminatorio
Los inversionistas nacionales y extranjeros, las sociedades, empresas o entidades de los sectores
cooperativistas, y de la economía popular y solidaria, en las que éstos participan, al igual que sus
inversiones legalmente establecidas en el Ecuador, con las limitaciones previstas en la Constitución de
la República, gozarán de igualdad de condiciones respecto a la administración, operación, expansión y
transferencia de sus inversiones, y no serán objeto de medidas arbitrarias o discriminatorias. Las
inversiones y los inversionistas extranjeros gozarán de protección y seguridades plenas, de tal manera
que tendrán la misma protección que reciben los ecuatorianos dentro del territorio nacional.
El Estado en todos sus niveles de gobierno, en ejercicio de su plena potestad pública podrá otorgar
tratamientos diferenciados, en calidad de incentivos, a favor de la inversión productiva y nueva, los que
serán otorgados en función de sectores, ubicación geográfica u otros parámetros que éstas deberán
cumplir, según los términos previstos en este Código y su Reglamento.
Las inversiones extranjeras tendrán un rol de complementación directa en los sectores estratégicos de
la economía, que requieran inversión y financiamiento, para alcanzar los objetivos del Plan Nacional de
Desarrollo, y con sujeción a la legislación aplicable. En los demás sectores de la economía, los
inversionistas extranjeros podrán participar directamente sin necesidad de autorización adicional a las
previstas para los inversionistas nacionales.
Los entes gubernamentales promocionarán de manera prioritaria la atracción de la inversión extranjera
directa según las necesidades y prioridades definidas en el Plan Nacional de Desarrollo, la Agenda de
Transformación Productiva, así como en los diversos planes de desarrollo de los gobiernos autónomos
descentralizados. Adicionalmente, las inversiones que se realicen en otros sectores de la economía,
también gozarán de los beneficios de la política estatal de impulso productivo, en los términos de la
presente normativa.
Artículo 18. Derecho de propiedad
La propiedad de los inversionistas estará protegida en los términos que establece la Constitución y
demás leyes pertinentes. La Constitución prohíbe toda forma de confiscación. Por lo tanto, no se
decretarán ni ejecutarán confiscaciones a las inversiones nacionales o extranjeras.
El Estado podrá declarar, excepcionalmente y de acuerdo a la Constitución, la expropiación de bienes
inmuebles con el único objeto de ejecutar planes de desarrollo social, manejo sustentable del ambiente
y de bienestar colectivo, siguiendo el procedimiento legalmente establecido, de manera no
discriminatoria y previa a la valoración y pago de una indemnización justa y adecuada de conformidad
con la Ley.

Capítulo III. De los derechos de los inversionistas
Artículo 19. Derechos de los inversionistas
Se reconocen los siguientes derechos a los inversionistas:
a. La libertad de producción y comercialización de bienes y servicios lícitos, socialmente deseables y
ambientalmente sustentables, así como la libre fijación de precios, a excepción de aquellos bienes y
servicios cuya producción y comercialización estén regulados por la Ley;
b. El acceso a los procedimientos administrativos y acciones de control que establezca el Estado para
evitar cualquier práctica especulativa o de monopolio u oligopolio privados, o de abuso de posición de
dominio en el mercado y otras prácticas de competencia desleal;
c. La libertad de importación y exportación de bienes y servicios con excepción de aquellos límites
establecidos por la normativa vigente y de acuerdo a lo que establecen los convenios internacionales
de los que Ecuador forma parte;
d. Libre transferencia al exterior, en divisas, de las ganancias periódicas o utilidades que provengan de
la inversión extranjera registrada, una vez cumplidas las obligaciones concernientes a la participación
de los trabajadores, las obligaciones tributarias pertinentes y demás obligaciones legales que
correspondan, conforme lo establecido en las normas legales, según corresponda.
e. Libre remisión de los recursos que se obtengan por la liquidación total o parcial de las empresas en
las que se haya realizado la inversión extranjera registrada, o por la venta de las acciones,
participaciones o derechos adquiridos en razón de la inversión efectuada, una vez cumplidas las
obligaciones tributarias y otras responsabilidades del caso, conforme lo establecido en las normas
legales;
f. Libertad para adquirir, transferir o enajenar acciones, participaciones o derechos de propiedad sobre
su inversión a terceros, en el país o en el extranjero, cumpliendo las formalidades previstas por la ley;
g. Libre acceso al sistema financiero nacional y al mercado de valores para obtener recursos
financieros de corto, mediano y largo plazos;
h. Libre acceso a los mecanismos de promoción, asistencia técnica, cooperación, tecnología y otros
equivalentes; e,
i. Acceso a los demás beneficios generales e incentivos previstos en este Código, otras leyes y
normativa aplicable.
Artículo 20. Régimen Tributario



Artículo 20. Régimen Tributario
En materia impositiva, las inversiones nacionales y extranjeras estarán sujetas al mismo Régimen
Tributario, con las excepciones previstas en este Código.
Artículo 21. Normas obligatorias
os inversionistas nacionales y extranjeros y sus inversiones están sujetos, de forma general, a la
observancia y fiel cumplimiento de las leyes del país, y, en especial, de las relativas a los aspectos
laborales, ambientales, tributarios y de seguridad social vigentes.

Título II. Del desarrollo productivo de la economía
popular, solidaria y comunitaria
Artículo 22. Medidas específicas
El Consejo Sectorial de la Producción establecerá políticas de fomento para la economía popular,
solidaria y comunitaria, así como de acceso democrático a los factores de producción, sin perjuicio de
las competencias de los Gobiernos Autónomos Descentralizados y de la institucionalidad específica
que se cree para el desarrollo integral de este sector, de acuerdo a lo que regule la Ley de esta
materia.
Adicionalmente, para fomentar y fortalecer la economía popular, solidaria y comunitaria, el Consejo
Sectorial de la Producción ejecutará las siguientes acciones:
a. Elaborar programas y proyectos para el desarrollo y avance de la producción nacional, regional,
provincial y local, en el marco del Estado Intercultural y Plurinacional, garantizando los derechos de las
personas, colectividades y la naturaleza;
b. Apoyar y consolidar el modelo socio productivo comunitario para lo cual elaborará programas y
proyectos con financiamiento público para: recuperación, apoyo y transferencia tecnológica,
investigación, capacitación y mecanismos comercialización y de compras públicas, entre otros;
c. Promover la igualdad de oportunidades a través de la concesión de beneficios, incentivos y medios
de producción;
d. Promover la seguridad alimentaria a través de mecanismos preferenciales de financiamiento de las
micro, pequeña, mediana y gran empresa de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas,
afroecuatorianas y montubias;
e. Financiar proyectos productivos de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas,
afroecuatorianas y montubias que impulsen la producción agrícola, pecuaria, artesanal, pesquera,
minera, industrial, turística y otras del sector.
Los ministerios del ramo o secretarías nacionales que tengan como competencia el fomento de la
economía popular, solidaria y comunitaria, presentarán al término del ejercicio económico anual, al
ministerio que presida el Consejo Sectorial de la Producción, reportes sobre los recursos invertidos en
programas de generación de capacidades, innovación, emprendimientos, tecnología, mejora de
productividad, asociatividad, fomento y promoción de oferta exportable, comercialización, entre otros,
con el objeto de potenciar este sector de la economía.

Título III. De los incentivos para el desarrollo
productivo
Capítulo I. Normas generales sobre incentivos y estímulos
de desarrollo económico
Artículo 23. De los incentivos
Los incentivos de orden tributario que reconoce esta normativa se incorporan como reformas a las
normas tributarias pertinentes, como consta en las disposiciones reformatorias al final de este Código.
Artículo 24. Clasificación de los incentivos
Los incentivos fiscales que se establecen en este código son de tres clases:
1. Generales: De aplicación para las inversiones que se ejecuten en cualquier parte del territorio
nacional. Consisten en los siguientes:
a. La reducción progresiva de tres puntos porcentuales en el impuesto a la renta;
b. Los que se establecen para las zonas económicas de desarrollo especial, siempre y cuando dichas
zonas cumplan con los criterios para su conformación;
c. Las deducciones adicionales para el cálculo del impuesto a la renta, como mecanismos para
incentivar la mejora de productividad, innovación y para la producción eco­eficiente;
d. Los beneficios para la apertura del capital social de las empresas a favor de sus trabajadores;
e. Las facilidades de pago en tributos al comercio exterior;
f. La deducción para el cálculo del impuesto a la renta de la compensación adicional para el pago del
salario digno;
g. La exoneración del impuesto a la salida de divisas para las operaciones de financiamiento externo;



g. La exoneración del impuesto a la salida de divisas para las operaciones de financiamiento externo;
h. La exoneración del anticipo al impuesto a la renta por cinco años para toda inversión nueva; e;
i. La reforma al cálculo del anticipo del impuesto a la renta.
2. Sectoriales y para el desarrollo regional equitativo:
Para los sectores que contribuyan al cambio a la matriz energética, a la sustitución estratégica de
importaciones, al fomento de las exportaciones,así como para el desarrollo rural de todo el país, y las
zonas urbanas según se especifican en la disposición reformatoria segunda (2.2), se reconoce la
exoneración total del impuesto a la renta porcinco años a las inversiones nuevas que se desarrollen en
estos sectores, la exoneración previstapara industrias básicas y la deducción del 100% adicional del
costo o gasto de depreciación anual,de conformidad con la ley.
3. Para zonas deprimidas: Además de que estas inversiones podrán beneficiarse de los incentivos
generales y sectoriales antes descritos, en estas zonas se priorizará la nueva inversión otorgándole un
beneficio fiscal mediante la deducción adicional del 100% del costo de contratación de nuevos
trabajadores, por cinco años.
4. Para proyectos públicos ejecutados en asociación público privada: Las inversiones que se realicen
en el contexto de la ejecución de proyectos públicos en la modalidad de asociación público privada
podrán obtener las exenciones al impuesto a la renta, al impuesto a la salida de divisas, a los tributos
al comercio exterior y más beneficios previstos en la Ley de Régimen Tributario Interno para este tipo
de proyectos públicos de conformidad con los requisitos previstos en los capítulos II y III de la Ley
Orgánica de Incentivos para Asociaciones Público Privadas y la Inversión Extranjera.
Artículo 25. Del contenido de los contratos de inversión
Por iniciativa del inversionista, se podrá suscribir contratos de inversión los mismos que se celebrarán
mediante escritura pública, en la que se hará constar el tratamiento que se le otorga a la inversión bajo
el ámbito de este código y su Reglamento.
Se podrá establecer en los contratos de inversión, los compromisos contractuales que sean necesarios
para el desarrollo de la nueva inversión, los mismos que serán previamente aprobados por el ente
rector de la materia en que se desarrolle la inversión.
Los contratos de inversión podrán otorgar estabilidad sobre los incentivos tributarios, en el tiempo de
vigencia de los contratos, de acuerdo a las prerrogativas de este Código. De igual manera, detallarán
los mecanismos de supervisión y regulación para el cumplimiento de los parámetros de inversión
previstos en cada proyecto. El Consejo Sectorial de la Producción establecerá los parámetros que
deberán cumplir las inversiones que soliciten someterse a este régimen.
Artículo 26. De la Vigencia
Los contratos de inversión tendrán una vigencia de hasta quince (15) años a partir de la fecha de su
celebración, y su vigencia no limitará la potestad del Estado de ejercer control y regulación a través de
sus organismos competentes.
Los contratos de inversión celebrados con ocasión del desarrollo de un proyecto público en asociación
público­privada tendrán la misma vigencia del respectivo contrato de gestión delegada. La terminación
del contrato de gestión delegada conlleva así mismo la del contrato de inversión sin que se requiera
declaración o trámite adicional.
A petición del inversionista, y siempre que el Consejo Sectorial de la Producción lo considere
pertinente, según el tipo de inversión que se esté desarrollando, los contratos de inversión podrán
prorrogarse por una sola vez, hasta por el mismo plazo originalmente concedido.

Capítulo (...). Incentivo de estabilidad tributaria en
contratos de inversión
Artículo (...) Ámbito de aplicación
Las sociedades que realicen inversiones para la explotación de minería metálica a mediana y gran
escala, de acuerdo a las condiciones que se establecen en el presente capitulo, tendrán derecho a
beneficiarse de la estabilidad tributaria, durante el plazo de vigencia del contrato de inversión.
Dicha estabilidad tributaria también podrá ser concedida a petición de parte, en el contrato de inversión
de las sociedades de otros sectores, incluyendo a las industrias básicas, que realicen inversiones
productivas para el desarrollo del país, siempre que:
1. El monto de la inversión sea mayor a 100 millones de dólares;
2. Informe técnico realizado por el Ministerio con competencias en el ámbito de la inversión, sobre los
beneficios económicos que reportará dicha inversión para el país;
Artículo (...)
La tarifa aplicable de impuesto a la renta para sociedades que suscriban contratos deinversión que les
concedan estabilidad tributaria, respecto de inversiones para la explotación deminería metálica a gran
y mediana escala y las industrias básicas que adopten este incentivo, asícomo respecto de inversiones
que contribuyan al cambio de la matriz productiva del país, seráaquella general establecida para
sociedades
Artículo (...) Alcance de la estabilidad tributaria



Artículo (...) Alcance de la estabilidad tributaria
La estabilidad tributaria, se limitará:
a. Para efectos de impuesto a la renta, la estabilidad se extenderá sobre todas las normas que
permiten determinar la base imponible y la cuantía del tributo a pagar, vigentes a la fecha de
suscripción del contrato de inversión. No aplicará sobre normas referentes a facultades,
procedimientos, métodos y deberes formales que la administración tributaria emplee y establezca para
el control y el ejercicio de sus competencias.
b. La estabilidad tributaria podrá hacerse extensiva al impuesto a la salida de divisas y otros impuestos
directos nacionales, exclusivamente respecto de las tarifas y exenciones de cada impuesto, vigentes a
la fecha de suscripción del contrato de inversión.
c. En el caso de las sociedades que realicen inversiones para la explotación de mineria metálica a
mediana y gran escala, cuya producción se destine a la exportación, también podrán obtener
estabilidad tributaria del impuesto al valor agregado, exclusivamente respecto de sus tarifas y
exenciones.
Artículo (...) Vigencia
El plazo de vigencia de la estabilidad tributaria será como máximo, el plazo del contrato de inversión
suscrito, de conformidad con lo establecido en este Código.
Artículo (...) Pérdida del incentivo
Cuando la Secretaria Técnica del Consejo Sectorial de la Producción tenga conocimiento del
incumplimiento de los requisitos, montos y plazos para realizar la inversión, y/o los compromisos
asumidos por el inversor en relación con el contrato de inversión, producido sin una causa justificada
aparente, notificará este hecho al contribuyente y le concederá el término de 15 días para que
presente las justificaciones correspondientes. En caso de no desvirtuarse estos hechos, la Secretaria
notificará la pérdida del derecho a la estabilidad tributaria prevista en este capítulo.
Una vez suscrito un contrato de inversión que otorgue el derecho a beneficiarse de la estabilidad
tributaria, el inversor no podrá renunciar al beneficio, el cual solo podrá darse por terminado por las
causales previstas legalmente.
Artículo 27. (derogado)
Artículo 28. De la aplicación de los incentivos
La Secretaria Técnica del Consejo Sectorial de la producción coordinará con los organismos de control
competente, la ejecución adecuada de los beneficios reconocidos para cada proyecto de inversión, sin
que se pueda exigir a los inversionistas otros requisitos que los establecidos en esta legislación.
Artículo 29. Monitoreo
El monitoreo del cumplimiento de las obligaciones asumidas por los inversionistas, sean legales o
contractuales, estará a cargo de la Secretaria Técnica del Consejo Sectorial de la producción.
El Servicio de Rentas Internas deberá enviar trimestralmente a la Secretaria Técnica un listado de
todas las empresas nuevas que hayan aplicado a los incentivos, para que dicha entidad elabore un
registro electrónico con esta información.
La Secretaria Técnica, conjuntamente con el Servicio de Rentas Internas, podrá realizar controles para
verificar el cumplimiento de los criterios que motivaron la aplicación del incentivo, relacionados con la
inversión realizada. El reglamento establecerá los parámetros de ejecución de este monitoreo.
Si el beneficiario no cumple con lo requerido, la Secretaria Técnica remitirá para conocimiento del
Consejo Sectorial de la producción un informe detallado, respecto a la gravedad de los
incumplimientos identificados y que no hubieran sido subsanados, recomendando además la adopción
de las sanciones pertinentes, dependiendo de la gravedad de tales incumplimientos.
Artículo 30. Inhabilidades especiales
No podrán ser beneficiarios de los incentivos consagrados en esta normativa: El Presidente, el
Vicepresidente de la República, los Ministros y Secretarios de Estado, y los servidores públicos de la
entidad rectora de la política de la producción, ni directamente ni por interpuesta persona, aún cuando
se trate de sociedades en las que tengan participación directa o indirecta en su capital, así como
quienes hubieren tenido vinculación directa o indirecta en cualquier etapa del procedimiento de acceso
a los incentivos o que tengan algún grado de responsabilidad en el procedimiento, y que, por sus
actividades o funciones, se podría presumir razonadamente que cuentan con información privilegiada
de estos procesos; así como los cónyuges de los dignatarios, funcionarios y empleados indicados
anteriormente; y, quienes no se encuentren al día en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias,
laborales, ambientales y de seguridad social.

Capítulo II. De las infracciones y sanciones a los
inversionistas
Artículo 31. Infracciones
Constituyen causales de infracción en las que podrían incurrir los inversionistas que se beneficien de
los incentivos que prevé esta normativa, las siguientes:



los incentivos que prevé esta normativa, las siguientes:
a. Incumplimiento por parte de los inversionistas de efectuar oportunamente los aportes o
adquisiciones a que se hayan comprometido, dentro del plazo previsto para el efecto en el respectivo
proyecto de inversión;
b. Retiro de la totalidad o parte de la inversión, siempre que esto implique incumplimiento de
obligaciones legales o contractuales;
c. Incumplimiento por parte de los inversionistas en ejecutar las condiciones mínimas de la inversión
que hayan sido autorizadas dentro del plazo previsto para el efecto en el respectivo proyecto de
inversión;
d. Cesión de la inversión, sin cumplir con los requisitos y condiciones previstos reglamentariamente;
e. Incumplimiento doloso comprobado por autoridad competente, de las leyes laborales, tributarias, de
seguridad social o ambientales del país, y demás normas que regulan la inversión;
f. Falsedad comprobada judicialmente en los documentos o información proporcionada, que sirvió de
base para obtener los incentivos a la inversión;
g. Impedir o dificultar las comprobaciones de los funcionarios de las entidades del Estado,
competentes en esta materia, o recurrir a medios de cualquier clase para inducir a error a estas
entidades o a sus funcionarios oficiales, con el objetivo de beneficiarse de los incentivos que reconoce
este Código;
h. Cohecho o intento de cohecho a los servidores públicos encargados del control y supervisión de los
beneficios reconocidos por esta normativa, declarado judicialmente, sin perjuicio de la acción penal a
que hubiere lugar; e,
i. Que hayan sido beneficiados de los incentivos quienes estén prohibidos por ley.
Artículo 32. Revocatoria
Sin perjuicio de las acciones civiles o penales a que hubiere lugar, la comisiónde cualquiera de las
causales establecidas en el artículo anterior, generará la revocatoria de losbeneficios otorgados y dará
derecho para que el Estado disponga el cobro de los tributos que sedejaron de percibir por efecto de la
aplicación de los beneficios fiscales. La revocatoria prevista eneste capítulo será dispuesta mediante
resolución motivada del Comité Estratégico de Promoción y Atracción de Inversiones.
Artículo 33.
Si la causal de revocatoria fuera cualquiera de las establecidas en los literales e, f, g, h, i, del Artículo
31, se determinará, adicionalmente, el reembolso de los incentivos recibidos y el pago de los tributos
más los intereses correspondientes que se hubieren tenido que pagar, de no haber mediado el acceso
a los incentivos tributarios que reconoce esta normativa, durante el periodo en que se incurrió en el
incumplimiento; salvo circunstancias de caso fortuito o fuerza mayor documentalmente acreditadas y
aceptadas por el Consejo Sectorial de la Producción. Lo anterior, sin perjuicio del ejercicio de la
facultad determinadora de la Administración Tributaria de conformidad con la ley.

Título IV. Zonas especiales de desarrollo
económico
Capítulo I. Del objeto y constitución de las zonas
especiales de desarrollo económico
Artículo 34.
El Gobierno nacional podrá autorizar el establecimiento de Zonas Especiales de Desarrollo Económico
(ZEDE), como un destino aduanero, en espacios delimitados del territorio nacional, para que se
asienten nuevas inversiones, con los incentivos que se detallan en la presente normativa; los que
estarán condicionados al cumplimiento de los objetivos específicos establecidos en este Código, de
conformidad con los parámetros que serán fijados mediante norma reglamentaria y los previstos en los
planes de ordenamiento territorial.
Artículo 35. Ubicación
Las Zonas Especiales de Desarrollo Económico se instalarán en áreas geográficas delimitadas del
territorio nacional, considerando condiciones tales como: preservación del medio ambiente,
territorialidad, potencialidad de cada localidad, infraestructura vial, servicios básicos, conexión con
otros puntos del país, entre otros, previamente determinadas por el organismo rector en materia de
desarrollo productivo, y en coordinación con el ente a cargo de la planificación nacional y estarán
sujetas a un tratamiento especial de comercio exterior, tributario y financiero.
Artículo 36. Tipos
Las Zonas Especiales de Desarrollo Económico podrán ser de los siguientes tipos:
a. Para ejecutar actividades de transferencia y de desagregación de tecnología e innovación. En estas
zonas se podrá realizar todo tipo de emprendimientos y proyectos de desarrollo tecnológico,
innovación electrónica, biodiversidad, mejoramiento ambiental sustentable o energético;
b. Para ejecutar operaciones de diversificación industrial, que podrán consistir en todo tipo de



b. Para ejecutar operaciones de diversificación industrial, que podrán consistir en todo tipo de
emprendimientos industriales innovadores, orientados principalmente a la exportación de bienes, con
utilización de empleo de calidad. En estas zonas se podrá efectuar todo tipo de actividades de
perfeccionamiento activo, tales como: transformación, elaboración (incluidos: montaje, ensamble y
adaptación a otras mercancías) y reparación de mercancías (incluidas su restauración o
acondicionamiento), de todo tipo de bienes con fines de exportación y de sustitución estratégica de
importaciones principalmente; y,
c. Para desarrollar servicios logísticos, tales como: almacenamiento de carga con fines de
consolidación y desconsolidación, clasificación, etiquetado, empaque, reempaque, refrigeración,
administración de inventarios, manejo de puertos secos o terminales interiores de carga, coordinación
de operaciones de distribución nacional o internacional de mercancías; así como el mantenimiento o
reparación de naves, aeronaves y vehículos de transporte terrestre de mercancías. De manera
preferente, este tipo de zonas se establecerán dentro de o en forma adyacente a puertos y
aeropuertos, o en zonas fronterizas. El exclusivo almacenamiento de carga o acopio no podrá ser
autorizado dentro de este tipo de zonas.
Los servicios logísticos estarán orientados a potenciar las instalaciones físicas de puertos, aeropuertos
y pasos de frontera, que sirvan para potenciar el volumen neto favorable del comercio exterior y el
abastecimiento local bajo los parámetros permitidos, en atención a los requisitos establecidos en el
Reglamento de este Código.
Los bienes que formen parte de estos procesos servirán para diversificar la oferta exportable; no
obstante, se autorizará su nacionalización para el consumo en el país en aquellos porcentajes de
producción que establezca el reglamento al presente Código. Estos límites no se aplicarán para los
productos obtenidos en sectores económicos determinados como industrias básicas y procesos de
transferencia de tecnología y de innovación tecnológica.
Las personas naturales o jurídicas que se instalen en las zonas especiales podrán operar
exclusivamente en una de las modalidades antes señaladas, o podrán diversificar sus operaciones en
el mismo territorio con operaciones de varias de las tipologías antes indicadas, siempre que se
justifique que la variedad de actividades responde a la facilitación de encadenamientos productivos del
sector económico que se desarrolla en la zona autorizada; y que, la ZEDE cuente dentro de su
instrumento constitutivo con la autorización para operar bajo la tipología que responde a la actividad
que se desea instalar.
d) Para servicios turísticos.­ Podrá autorizarse el establecimiento de zonas especiales de
desarrolloeconómico para la prestación de servicios turísticos, únicamente para el desarrollo de
proyectosturísticos según la política pública de priorización de cantones o regiones que dicte para el
efecto elConsejo Sectorial de la Producción. Las ZEDE de este tipo no podrán desarrollar las
actividades delas tipologías detalladas en los literales a), b) y c) del presente artículo.
Artículo 37. Control aduanero
Las personas y medios de transporte que ingresen o salgan de una ZEDE, así como los límites, puntos
de acceso y de salida de las zonas especiales de desarrollo económico deberán estar sometidos a la
vigilancia de la administración aduanera. El control aduanero podrá efectuarse previo al ingreso,
durante la permanencia de las mercancías en la zona o con posterioridad a su salida. Los
procedimientos que para el control establezca la administración aduanera, no constituirán obstáculo
para el flujo de los procesos productivos de las actividades que se desarrollen en las ZEDE; y deberán
ser simplificados para el ingreso y salida de mercancías en estos territorios.
Artículo 38. Acto administrativo de establecimiento
Las zonas especiales de desarrollo económico seconstituirán mediante resolución del Consejo
Sectorial de la Producción, teniendo en cuenta el potencial crecimiento económico de los territorios,
sobre la base de los requisitos y formalidades quese determinarán en el Reglamento a este Código y
en la normativa que dicte para el efecto el ente rector en esta materia.
La resolución que declare la constitución de una zona especial de desarrollo económico tendrá un
periodo mínimo de vigencia de 20 años, pudiendo la autoridad fijar un plazo mayor según el
proyectode desarrollo de la zona especial. Además, podrá prorrogar el plazo las veces que considere
convenientes, según los planes de desarrollo previstos. Sin embargo, el otorgamiento de los beneficios
por instalarse en una zona especial de desarrollo económico estará sujeto a los plazos previstos en la
Ley y los plazos de autorización que conceda el Consejo Sectorial de la Producción. La autorización o
calificación solo podrá ser revocada antes del plazo establecido por haberse verificado alguna de las
infracciones que generan la revocatoria en el presente Código.
Artículo 39. Rectoría pública
Serán atribuciones del Consejo Sectorial de la producción, para el establecimiento de las ZEDE, las
siguientes:
a. Dictar las políticas generales para el funcionamiento y supervisión de las ZEDE;
b. Autorizar el establecimiento de zonas especiales de desarrollo económico que cumplan con los



b. Autorizar el establecimiento de zonas especiales de desarrollo económico que cumplan con los
requisitos legales establecidos;
c. Calificar y autorizar a los administradores y operadores de las ZEDE;
d. Absolver las consultas que se presentaren respecto de la aplicación de este Código en cuanto a las
zonas especiales de desarrollo;
e. Aplicar las sanciones que fija esta normativa a las empresas administradoras y operadoras que
incumplieren las disposiciones establecidas para su operatividad;
f. Establecer los requisitos generales y específicos, incluidos los de origen y valor agregado nacional,
para que un producto transformado, elaborado (que incluye su montaje, ensamble y adaptación a otras
mercancías) o reparado (que incluye su restauración o acondicionamiento) dentro de una Zona
Especial de Desarrollo Económico pueda ser nacionalizado, con o sin el pago total o parcial de
aranceles. Para efectos de establecer dicho procedimiento se considerará el valor en aduana de la
mercancía a nacionalizarse, debiendo descontarse el valor agregado nacional y/o el valor de los
bienes nacionales o nacionalizados que se hayan incorporado en el proceso productivo del bien a
nacionalizarse, el cumplimiento de las normas de origen de productos nacionales de exportación, entre
otros, de ser pertinente. Este procedimiento será exclusivo para el cálculo de los derechos
arancelarios. Para efectos de la liquidación y cobro del impuesto al valor agregado se seguirá el
procedimiento establecido por el Servicio de Rentas Internas;
g. En coordinación con el organismo encargado del ambiente, verificar que la gestión de las Zonas
Especiales de Desarrollo Económico no produzca impactos ambientales que afecten gravemente a la
región; y,
h. Las demás que establezca el reglamento a este Código.
Para efectuar la supervisión y control operativo del funcionamiento y cumplimiento de los objetivos de
las Zonas Especiales de Desarrollo Económico, el Ministerio responsable del fomento industrial
establecerá una unidad técnica operativa, que será la autoridad ejecutora de las políticas que
establezca el Consejo Sectorial de la producción, en relación a las ZEDE.
Artículo 40. Solicitud de ZEDE
La constitución de una zona especial de desarrollo económico podrá solicitarse por parte interesada, a
iniciativa de instituciones del sector público o de gobiernos autónomos descentralizados. La inversión
que se utilice para el desarrollo de estas zonas puede ser pública, privada o mixta. De igual manera,
tanto la empresa administradora como los operadores que se instalen en dichas zonas pueden ser
personas naturales o jurídicas: privadas, públicas o mixtas, nacionales o extranjeras.
A efectos de evaluar la conveniencia de autorizar el establecimiento de una Zona Especial de
Desarrollo Económico, se exigirá una descripción general del proyecto, que incluirá los requisitos que
establezca el reglamento de esta normativa.
No podrá crearse una ZEDE en espacios que sean parte del Sistema Nacional de Áreas Protegidas, o
del Patrimonio Forestal del Estado, o que se haya declarado Bosques o Vegetación Protectores o sean
ecosistemas frágiles.
En la autorización para operar la ZEDE se podrán detallar los incentivos que apliquen en cada caso
particular, tanto para administradores como para operadores.

Capítulo II. De los administradores y operadores de las
zonas especiales de desarrollo económico
Artículo 41. Administradores de ZEDE
Las personas jurídicas privadas, públicas o mixtas, nacionales o extranjeras, que lo soliciten, podrán
constituirse en administradores de zonas especiales de desarrollo económico, siempre que obtengan
la autorización para desarrollar una de las actividades descritas en el Art. 36 del presente Código. Su
función será el desarrollo, la administración y el control operacional de la ZEDE, de conformidad con
las obligaciones que establece el reglamento a este Código y las que determine el Consejo Sectorial
de la Producción.
Las atribuciones y procesos de control que deberán cumplir los administradores estarándeterminados
en el reglamento a este Código y en la normativa que expida la institucionalidad queejerce la rectoría
sobre las Zonas Especiales de Desarrollo Económico.
Artículo 42. Operadores de ZEDE
Los operadores son las personas naturales o jurídicas, públicas, privadas o mixtas, nacionales o
extranjeras, propuestas por la empresa administradora de la ZEDE y calificadas por el Consejo
Sectorial de la producción, que pueden desarrollar las actividades autorizadas en estas zonas
delimitadas del territorio nacional.
Los operadores de las zonas especiales de desarrollo económico podrán realizar exclusivamente las
actividades para las cuales fueron autorizados en la correspondiente calificación, en los términos de
este código, su Reglamento de aplicación, la legislación aduanera en lo que corresponda, y la
normativa expedida por el Consejo Sectorial de la producción.
Igualmente observarán que sus actividades cumplan con los parámetros de la normativa laboral y



Igualmente observarán que sus actividades cumplan con los parámetros de la normativa laboral y
ambiental, nacional e internacional, con procesos de licenciamiento ambiental de ser así necesario y
con la transferencia de tecnologías y capacitación al personal nacional.
Artículo 43. Prohibición de vinculación
Los administradores no podrán ostentar simultáneamente la calificación de operador, ni tendrán
ninguna vinculación económica o societaria con los demás operadores de la ZEDE, bajo pena de
revocación, excepto en el caso de que el administrador sea una empresa pública o de economía mixta.
Exceptúese de esta prohibición a los administradores y operadores de las zonas especiales de
desarrollo económico del tipo tecnológico, cuando se trate de entidades del sector público.
Artículo 44. Servicios de apoyo
Toda persona natural o jurídica, nacional o extranjera, que desee establecerse en una Zona Especial
de Desarrollo Económico para brindar servicios de apoyo o soporte a los operadores instalados en la
zona autorizada, deberá presentar su solicitud a la empresa administradora respectiva, quien aprobará
o negará su pedido previo dictamen favorable de Unidad Técnica ­ Operativa, responsable de la
supervisión y control de las ZEDE.
Las empresas que se instalen para brindar servicios de apoyo a los operadores de una Zona Especial
de Desarrollo Económico, deberán cumplir con todas las normas de seguridad y de control que se
deriven del presente Código, su reglamento, así como de las directrices que emita el Consejo Sectorial
de la producción. En el caso de instituciones del sistema financiero privado, nacional o extranjero,
deberán obtener la autorización de la Superintendencia de Bancos, que fijará los requisitos que deban
cumplir estas empresas.
Artículo 45. Responsabilidad
Los operadores y el administrador de la Zona Especial de Desarrollo Económico serán solidariamente
responsables respecto al ingreso, tenencia, mantenimiento y destino final de toda mercancía
introducida o procesada en las zonas autorizadas, y responderán legalmente por el uso y destino
adecuado de las mismas. La responsabilidad solidaria establecida opera sobre las obligaciones
tributarias aduaneras incumplidas, y sobre las sanciones pecuniarias que se impongan por infracciones
cometidas, reconocidas en este Código y en su Reglamento de aplicación.
Artículo 46. Del tratamiento aduanero y de comercio exterior
Por tratarse de una estructura jurídica de excepción, las zonas especiales de desarrollo económico
gozarán del tratamiento de destino aduanero que les otorga el régimen legal aduanero, con la
exención del pago de los tributos al comercio exterior excepto tasas por servicios aduaneros, de las
mercancías extranjeras que ingresen a dichas zonas, para el cumplimiento de los procesos
autorizados, tanto para administradores como para operadores. Los procedimientos para ingreso y
salida de mercancías de las ZEDE, así como el uso de los desperdicios, mermas y sobrantes, su
posible nacionalización, re­exportación o destrucción de mercancías en estado de deterioro, serán
regulados en el reglamento al presente Código.
Para efectos de operatividad aduanera, el reglamento al presente Código establecerá los parámetros
en los que el ingreso de una mercancía a una zona especial de desarrollo económico se considere una
exportación, y, a su vez, cuando el ingreso al territorio aduanero nacional de un bien que proviene de
una zona autorizada se considera una importación.
Artículo (...). Tributos al comercio exterior en la etapa de diseño y construcción en ZEDES
Las personas naturales o jurídicas que suscriban contratos de ingeniería, procura y construcción
(“IPC”) con operadores o administradores de Zonas Especiales de Desarrollo Económico, gozarán de
los mismos beneficios que gozan los contratantes en materia de importaciones, siempre que se
destinen a la ejecución de estos contratos y que se mantengan en la ZEDE.
Artículo 47. Ingreso a otro régimen
Los bienes de capital ingresados al país por medio de un régimen aduanero suspensivo o liberatorio
del pago de tributos al comercio exterior, podrán finalizar su régimen con la reexportación del bien a
una zona especial de desarrollo económico, siempre que un operador haya solicitado su ingreso
respectivo para utilizarlos en las actividades autorizadas.
Artículo 48. Valoración de bienes de capital
Los bienes de capital de origen extranjero utilizados en una zona autorizada, para efectos de su
nacionalización, serán valorados considerando el estado en que se encuentren al momento de realizar
el trámite de la declaración a consumo.

Capítulo III. De las infracciones y sanciones a las zonas
especiales de desarrollo económico
Artículo 49. Infracciones
Las infracciones por incumplimiento a lo prescrito en materia de ZEDE se calificarán en leves y graves.
Las sanciones previstas en esta materia serán aplicadas por la Unidad Técnica Operativa de control de
zonas especiales o por el Consejo Sectorial de la producción, de acuerdo a sus competencias; y



zonas especiales o por el Consejo Sectorial de la producción, de acuerdo a sus competencias; y
tomando en consideración la gravedad y las consecuencias del hecho u omisión realizado, sin perjuicio
de las acciones civiles y penales a que hubiere lugar.
Artículo 50. Infracciones leves
Son infracciones leves sancionadas con amonestación por escrito o multa, las siguientes:
a. El incumplimiento de las obligaciones del administrador que consten en la autorización y que no
constituyan infracciones graves;
b. Cuando el operador no informe a la empresa administradora de la entrada, uso y salida de todos los
bienes e insumos para ser elaborados, transformados, procesados, comercializados o consumidos; así
como de la utilización de mano de obra y la venta de divisas que realicen en el país, dentro de los
plazos previstos en el reglamento;
c. Por no presentar en los plazos previstos los reglamentos internos para el funcionamiento de cada
ZEDE;
d. Cuando las administradoras no lleven mediante sistemas informáticos organizados, comunicados en
línea con el Servicio de Rentas Internas, el Servicio de Aduanas del Ecuador y la ZEDE, la siguiente
información:

e. Inobservancia de los procedimientos establecidos para el ingreso y salida de mercancías de la
ZEDE;
f. Por incumplimiento de los cronogramas de avance de obra, equipamiento e inversión, que deberán
ser cumplidos en los tiempos propuestos en los documentos que sirvieron de base para la calificación
de un operador en la ZEDE o para el otorgamiento de la autorización como administrador; y,
g. El incumplimiento a cualquier otra norma reglamentaria no prevista como infracción grave.
Artículo 51. Infracciones graves
Constituyen infracciones graves aquellas conductas que hacen presumir un actuar inexcusablemente
falto de diligencia y cuidado; y, aquellas en las que hubiese reincidencia en una falta leve.
Son infracciones graves sancionadas con suspensión, cancelación de la calificación de operador o
revocatoria de la autorización, según corresponda, las siguientes:
a. El incumplimiento de cualquiera de los objetivos señalados en la autorización de las zonas
especiales de desarrollo económico señalados en este Código;
b. El incumplimiento a la prohibición de no vinculación prevista para administradores y operadores;
c. Cuando la administradora no verifique y controle las actividades de sus operadores, utilizando para
ello los mecanismos legales establecidos en el presente Código, su reglamento y demás normas
aplicables, informando de las infracciones a los organismos pertinentes, a fin de adoptar las medidas
administrativas y legales del caso;
d. La negativa a admitir inspecciones, verificaciones o auditorías por parte de los órganos competentes
de las ZEDE o acordadas en cada caso por la administración competente, o la obstrucción a su
práctica;
e. El ingreso a la ZEDE de mercancías tales como: armas, explosivos y municiones; estupefacientes
de cualquier naturaleza; y, productos que atenten contra la salud, el medio ambiente y la seguridad o
moral públicas, que no cuenten con autorización expresa de la autoridad de la unidad técnica operativa
de ZEDE, sin perjuicio de las acciones penales y civiles que estas infracciones impliquen; y,
f. Cuando las actividades que realicen los operadores produzcan daño ambiental o incurran en
incumplimiento del Plan de Manejo Ambiental, en caso de existir.
La comisión de cualquiera de estas causales, así como la reincidencia de una falta leve, se sancionará
con multa económica o la suspensión del administrador u operador hasta por el plazo de tres meses.
En caso de reincidencia, se los sancionará con la cancelación de la calificación de operador o
revocatoria de la autorización, según se trate de una administradora u operador.
La aplicación de las sanciones previstas para las infracciones descritas, se entenderán sin perjuicio de
otras responsabilidades legalmente exigibles.
Artículo 52. Sanciones
Los administradores u operadores de zonas especiales de desarrollo económico serán sancionados
por las infracciones que contempla este capítulo, dependiendo de la gravedad de cada caso, con:
Para las infracciones leves:
a. Amonestación por escrito; y,
b. Multa cuyo valor será de un mínimo de diez y un máximo de cien salarios básicos unificados para el



b. Multa cuyo valor será de un mínimo de diez y un máximo de cien salarios básicos unificados para el
trabajador en general. Para las infracciones graves:
a. Multa cuyo valor será de un mínimo de cincuenta y un máximo de doscientos salarios básicos
unificados para el trabajador en general;
b. Suspensión de la autorización otorgada para desarrollar sus actividades, por un plazo de hasta tres
meses;
c. Cancelación definitiva de la calificación de operador dentro de la respectiva zona especial de
desarrollo económico; y,
d. Revocatoria de la autorización de una zona especial de desarrollo económico.
En el caso de daño ambiental, los responsables, además de las sanciones establecidas, estarán
obligados a realizar el proceso de remediación de conformidad con la normativa ambiental vigente, en
apego a las normas de la Constitución y la Ley.
Las sanciones previstas para las infracciones leves podrán ser adoptadas por la unidad competente
para el control operativo de las zonas especiales. Las sanciones previstas para las infracciones graves
serán adoptadas por el Consejo Sectorial de la producción. Para la aplicación de las sanciones
detalladas en este artículo, deberá instaurarse previamente el respectivo proceso administrativo, cuyo
procedimiento será establecido en el Reglamento a este Código. La suspensión de las autorizaciones,
la cancelación o la revocatoria conllevan la suspensión o terminación de los incentivos tributarios
concedidos, por el mismo periodo de la sanción que se establezca.

Libro III : Del desarrollo empresarial de las
micro, pequeñas y medianas empresas, y de
la democratización de la producción
[...]
Libro IV : Del comercio exterior, sus órganos
de control e instrumentos
[...]
Libro V: De la competitividad sistémica y de
la facilitación aduanera
[...]
Libro VI: Sostenibilidad de la producción y
su relación con el ecosistema
[...]

Disposiciones generales
Primera
Para reglamentar las distintas materias que forman parte integrante de este Código, se emitirán
reglamentos específicos relacionados con cada libro, en el plazo de 90 días, de acuerdo a la
Constitución de la República.
Segunda
Los derechos, obligaciones y responsabilidades adquiridos por personas naturales o jurídicas de
acuerdo con las leyes, reglamentos, concesiones, autorizaciones ministeriales o contratos legalmente
celebrados con anterioridad a este Código, subsistirán por el tiempo que se hubieren concedido los
mismos.
Tercera
En toda disposición legal y reglamentaria donde diga: "Corporación Aduanera Ecuatoriana"; "CAE" o
"Corporación Aduanera Ecuatoriana, CAE", deberá decir: "Servicio Nacional de Aduana del Ecuador".
En toda disposición legal o reglamentaria que diga: "policía militar aduanera" o "servicio de vigilancia
aduanera" dirá: "Unidad de Vigilancia Aduanera", excepto en la Ley especial que reincorpora al
personal de la ex ­policía militar aduanera al servicio de vigilancia aduanera. De igual manera, en toda
disposición jurídica, de igual o inferior jerarquía, que confiera facultades o atribuciones a la Policía
Militar Aduanera o al Servicio de Vigilancia Aduanera, deberá entenderse que las mismas las ejercerá



Militar Aduanera o al Servicio de Vigilancia Aduanera, deberá entenderse que las mismas las ejercerá
el Servicio Nacional de Aduana del Ecuador.
Cuarta
En todas las regulaciones administrativas donde diga: "Directorio de la Corporación Aduanera
Ecuatoriana", "Directorio de la CAE", o simplemente "Directorio", refiriéndose a dicho cuerpo colegiado,
se leerá: "Directora o Director General del Servicio Nacional de Aduana del Ecuador", o "Directora o
Director General", en su caso. Asimismo, donde diga: "el Gerente General" o "la Gerencia General",
dirá: "la Directora o el Director General".
Quinta
El Servicio Nacional de Aduana del Ecuador es sucesora de todos los derechos y obligaciones de la
Corporación Aduanera Ecuatoriana. En virtud de esta disposición todos los bienes de la Corporación
Aduanera Ecuatoriana pasarán a nombre del Servicio Nacional de Aduana del Ecuador, y en caso de
que éstos estén sujetos a registro, la inscripción correspondiente se hará de oficio por quienes tengan
a cargo dichos registros, sin que se generen tasas, costas ni gravamen alguno.
Sexta
Las concesionarias del servicio de almacenamiento temporal, operadores portuarios y aeroportuarios,
en el plazo de noventa días presentarán sus normas de control de ingreso a zona primaria, para su
aprobación por parte de la Directora o el Director General.
Séptima
A partir de la publicación del presente Código, se inscribirán en el Ministerio de Agricultura, Ganadería,
Acuacultura y Pesca todas las plantaciones de banano, plátano (barraganete) y otras musáceas
sembradas en el país.
Octava
El órgano rector de las políticas de telecomunicaciones y de la sociedad de la información será el
encargado de definir las actividades económicas relacionadas a las tecnologías de la información y
comunicaciones, software aplicado entre otras para que sean sujetos a los incentivos presentes en
éste Código, según se especifica ca en el numeral dos punto dos de la disposición reformatoria
segunda del Código Orgánico de la Economía Social de los Conocimientos, Creatividad de Innovación.


